
 

LA OPCIÓN ENTRE  
DEMOCRACIA Y AUTORITARISMO 

(El perfeccionamiento de la democracia para hacerla más 
representativa y más participativa)* 

 
Allan R. Brewer-Carías 

Profesor Emérito de la Universidad Central de Venezuela 
Vicepresidente de la Academia Internacional  

de Derecho Comparado (La Haya) 
Miembro del Consejo Directivo  

del Instituto Interamericano de Derechos Humanos 
Ex Ministro de Estado para la Descentralización  

Venezuela (1993-1994) 
 

El más importante y esencial de los debates políticos que se-
guimos teniendo los latinoamericanos en estos comienzos del siglo 
XXI, no es otro que el de la democracia, es decir, confrontar crite-
rios sobre qué es lo que debemos hacer para perfeccionar y pro-
fundizar la democracia y asegurar su efectiva gobernabilidad; 
pues, sin duda, hay muchos que plantean que hay que sustituirla 
por un régimen político autoritario, militarista e impositivo, fun-
damentado en la centralización y la concentración del Poder. 

En definitiva, es el debate de siempre, que origina la opción 
entre democracia y autoritarismo, el cual no puede tener otro re-
sultado que no sea el de diseñar un sistema político que asegure 
que nuestras democracias, en las próximas décadas, sean más par-
ticipativas y más representativas.  
                                           

*  Texto de la Conferencia Inaugural a la XV Conferencia de la Asociación de Organismos Electorales de Cen-
troamérica y del Caribe, Santo Domingo, 27 de Julio de 2001. 



 2

Y no basta, para que una democracia sea tal, que sólo se cum-
plan los requisitos que enumera el artículo 3 del Proyecto de Reso-
lución sobre la Carta Democrática Interamericana, adoptado por la 
Asamblea Nacional de la OEA celebrada en San José de Costa Rica 
el 5 de junio de 2001, y que dice: 

“Artículo 3. Son elementos esenciales de la democracia representativa la ce-
lebración de elecciones libres y justas como expresión de la soberanía popu-
lar, el acceso al poder por medios constitucionales; el régimen plural de par-
tidos y organizaciones políticas, y el respeto a los derechos humanos y liber-
tades fundamentales.” 

Recientemente, un Embajador de Venezuela, glosando -sin de-
cirlo ni citarlo- esa norma del Proyecto de Carta Democrática In-
teramericana, en un artículo periodístico publicado dos semanas 
después de la celebración de la Asamblea General de la OEA, se 
preguntaba en el título de su trabajo sobre ¿Autoritarismo en Ve-
nezuela?, señalando que: 

“son fundamentos de la democracia la celebración de elecciones libres y jus-
tas; el acceso al poder por medios constitucionales; el régimen plural de par-
tidos y organizaciones políticas; y el respeto a los derechos humanos”(Jorge 
Valero, Embajador ante la OEA, El Nacional, Caracas 16-7-01, p. A-5) 

Con base en ello, dicho Embajador, refiriéndose a la situación 
de Venezuela, afirmó –lo que evidencia la insuficiencia del texto 
del Proyecto de Carta Democrática Interamericana-, que supues-
tamente en mi país (Venezuela) “experimentamos un verdadero 
proceso democrático que es, en esencia, antiautoritario”. 

Aparte de que esto no se lo cree casi nadie, la verdad es que, 
en su análisis, al Embajador se le olvidó mencionar o tener en 
cuenta para identificar un verdadero régimen democrático, como 
también quedó olvidado en el Proyecto de Carta Democrática In-
teramericana, lo que consideramos que es lo más importante para 
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que, incluso, los otros factores por él mencionados puedan ser 
efectivos. Ese factor no es otro que el orden institucional que debe 
existir, en toda democracia, para controlar y limitar el poder.  

Y es que, en efecto, sin control institucional no hay democra-
cia: sólo controlando al Poder es que podría haber elecciones libres 
y justas; sólo controlando al Poder es que podría haber efectivo 
respeto a la Constitución; sólo controlando al Poder es que podría 
haber pluralismo; y sólo controlando al Poder es que podría haber 
garantía de respeto a los derechos humanos. 

Es falso, por tanto, que para que haya democracia basta que 
existan sólo los factores mencionados por el referido Embajador, 
pues como hemos dicho, la democracia es, ante todo, un sistema 
institucional para controlar el ejercicio del poder político; lo que 
implica, ineludiblemente, su distribución o separación. Por tanto, 
demasiada concentración del Poder, si no hay controles efectivos 
sobre los gobernantes, y peor aún, si estos tienen o creen tener 
apoyo popular, conduce al autoritarismo y, en definitiva, a la tira-
nía. No olvidemos que la historia de la humanidad durante el siglo 
pasado, nos muestra, precisamente, a tiranos que usaron el voto de 
la mayoría para acceder al poder y desde allí aplicaron el autorita-
rismo para acabar con la democracia y todos sus elementos, co-
menzando por los derechos humanos. 

Me imagino que muchos de Uds. pensarán, como yo, que pa-
rece mentira que hoy, cincuenta años después del derrumbe de los 
sistemas fascistas, basados en concepciones holísticas o totalitarias 
del poder, nuestras reflexiones tengan que estar marcadas por el 
mismo dilema y el mismo debate entre democracia y autoritaris-
mo. Pero no hay mas remedio, tenemos que hacerlas, pues en 
nuestra América Latina se están oyendo demasiados cantos de si-
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rena autoritarios, que cada vez con más fuerza están emanando de 
ciertos neo críticos de la democracia, que pretenden basarse en un 
supuesto apoyo popular para, precisamente, acabar con la demo-
cracia. 

Enfrentar este dilema, que es el de siempre, sin embargo, exige 
ante todo, que estemos conscientes de la crisis de gobernabilidad 
que presentan buena parte de las democracias en nuestros países, 
y que están afectando sus cimientos. ¿Qué pasa con nuestras de-
mocracias que son menos democratizadas que las de otros países 
mas desarrollados del mundo universal, a pesar de tener factores 
aparentemente comunes?. 

Una característica general de muchas de nuestras democracias, 
es que en ellas, los partidos políticos organizados conforme al 
principio del centralismo democrático, con demasiada frecuencia 
han asumido y ejercido el monopolio de la participación y de la 
representatividad políticas, cerrando el espacio para la emergencia 
de distintos y nuevos liderazgos fuera de los propios partidos. En 
esa forma, en muchos casos, sólo se ha podido participar a través 
de los partidos, y éstos solos, han sido los que han obtenido repre-
sentación en los cuerpos representativos, donde muchas veces se 
sigue eligiendo a ciegas a los candidatos de los partidos, que han 
terminado sustituyendo al pueblo. Los sistemas electorales, con 
gran frecuencia se han diseñado para ello, y no para hacer realidad 
una auténtica democracia representativa.  

Este es un problema que tenemos que superar desesperada-
mente, para que no se siga tratando de desprestigiar a la misma 
democracia representativa.  

Pero a la democracia de partidos o partidocracia, se ha agre-
gado el centralismo político del Estado y del gobierno, que en mu-
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chos casos ha concentrado todo o casi todo el poder en el nivel na-
cional, vaciando políticamente de poder a las provincias y locali-
dades. Adicionalmente, en muchos casos, el poder se ha concen-
trado en el órgano ejecutivo del Estado, reforzándose al presiden-
cialismo o a los propios partidos que controlan los demás órganos 
estatales; y lo cierto es que la mezcla de centralización del Poder 
del Estado y de los partidos políticos, es lo más antidemocrático 
que puede existir en los sistemas políticos. Así como no hay ni ha 
habido jamás autocracias descentralizadas, tampoco una democra-
cia puede funcionar, en el largo plazo, en un sistema de Poder cen-
tralizado. 

En el corto plazo, sin embargo, sobre todo durante los proce-
sos de transición democrática que hemos tenido en nuestros paí-
ses, puede decirse que el sistema ha funcionado pues los proyectos 
políticos que los motivaron se han logrado y los países se demo-
cratizaron progresivamente. Pero después, en gran parte, la in-
comprensión del liderazgo partidista respecto de la propia realiza-
ción del proyecto democratizador, -que ha comenzado en muchos 
países a exigir la apertura de la misma democracia, para permitir 
nuevas formas de participación y de representatividad políticas-, 
en muchos casos ha conducido al deterioro del sistema y a su cri-
sis. 

Todo esto lo hemos presenciado en muchos países durante los 
últimos lustros, con el consiguiente desprestigio y desmorona-
miento de los partidos que todo lo han controlado y monopoliza-
do; y, adicionalmente, el desprestigio de la propia democracia, lo 
que ha sido aprovechado por los autoritarismos emergentes que, 
precisamente, pretenden asentarse sobre la crítica al funciona-
miento de la democracia. De todo ello ha surgido un vacío de lide-
razgo, muchas veces copado por pseudo demócratas autoritarios 
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que han aparecido, y lo mas grave aún, con apoyo popular y mili-
tar, como pasó en el Perú en la última década y como está pasando 
en Venezuela. Todo ello, ciertamente, es para que todos los demó-
cratas nos preocupemos, y mucho. 

Lo importante, en todo caso, es no confundir a la democracia 
como régimen político, con el sistema de centralismo de Estado y 
de partidos y de concentración del Poder Público, que ha estado 
conspirando contra la propia democracia. Es ese sistema el que 
puede estar en crisis, pero no la democracia misma; es el sistema 
político el que tenemos que buscar cambiar para, precisamente, 
perfeccionar y profundizar la democracia, pero no para acabar con 
ella. Y en democracia ello sólo se puede lograr estableciendo un 
sistema de control institucional del Poder, una de cuyas piezas 
esenciales es la descentralización y la participación política. 

Precisamente por ello, este es el dilema que tenemos por de-
lante. No hay otra alternativa, ni términos medios. No hay regí-
menes políticos medio democráticos o medio autoritarios; o lo son 
o no lo son. 

Es decir, en este campo, insisto, no hay otra opción: o demo-
cracia o autoritarismo. La primera exige controlar el Poder y, en 
particular, distribuirlo territorialmente para que haya más partici-
pación; la segunda, necesariamente conduce a la concentración y 
centralización del poder, lo que es incompatible con la democracia. 
Y lamentablemente, a esto último es que ha apuntado el discurso 
que pretende establecer una supuesta legitimidad para gobernar 
derivada de la sola relación entre un líder y el pueblo e, incluso, el 
ejército, basada en la simple popularidad. 

Por otra parte, tenemos que estar conscientes de que la crisis 
de la democracia que nos esta afectando en muchos países lati-
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noamericanos, muchas veces ha tenido su origen en la incompren-
sión del liderazgo partidista, que todo lo ha controlado, en intro-
ducir a tiempo las reformas necesarias para permitir la evolución 
de la misma, sin traumas, rupturas o quiebras del régimen consti-
tucional. No hay que llegar a la incomprensión que tuvieron los 
partidos políticos en Venezuela en reformar a tiempo el sistema 
político, lo que condujo, en definitiva, a la producción de un golpe 
de Estado por una Asamblea Nacional Constituyente, que si bien 
fue electa, no tenía poder legítimo alguno para violar la Constitu-
ción, como lo hizo. 

Por eso, las reformas que muchas veces hay que hacer, deben 
realizarse precisamente a tiempo, no después, cuando sea dema-
siado tarde, y para ello, en todo caso, hay que comenzar por iden-
tificar el precio que hay que pagar por asegurar la continuidad del 
régimen constitucional democrático, y que no es otro, invariable-
mente, que la pérdida de áreas de poder que en general los parti-
dos han controlado férreamente. 

Por ello, el perfeccionamiento y profundización de la demo-
cracia tiene que apuntar al diseño de un sistema político que nece-
sariamente tiene que estar montado sobre la descentralización del 
poder del Estado, para acercarlo al ciudadano, con nuevas formas de 
representatividad y de participación políticas. 

En América Latina no podemos seguir con un sistema centra-
lizado de Estado de Partidos, sólo cambiando unos partidos por 
otros. No se trata de sustituir partidos políticos tradicionales por 
nuevos partidos que sigan las mismas tácticas exclusivistas y ex-
clusionistas. Ello es lo que atenta contra la democracia que, al con-
trario, para sobrevivir, requiere precisamente deslastrarse del fé-
rreo control tanto de los viejos como de los nuevos partidos. 
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Más democracia implica, invariablemente, abandonar la auto-
cracia partidista, que tantos de nuestros países tienen; agravada en 
muchos casos por la aparición de supuestos nuevos partidos más 
débiles que los tradicionales, y que a veces ni siquiera tienen ideo-
logía y conducción propias, sino que aparecen sujetos a un jefe, 
obedeciendo ciegamente lo que diga o imponga. 

En todo caso, para captar la esencia del régimen democrático 
no olvidemos que ninguna sociedad democrática occidental conso-
lidada después de la II Guerra Mundial, ha sobrevivido como de-
mocracia sin haber descentralizado el Poder como mecanismo ins-
titucional para su efectivo control. Por ello, sin duda, puede decir-
se que la descentralización política es un fenómeno de las demo-
cracias, consecuencia de la democratización y condición para su 
sobrevivencia.  

En consecuencia, en nuestro criterio, el debate contemporáneo 
en nuestros países por más democracia, tiene que centrarse en el 
rescate del proceso de descentralización política. Perfeccionar la 
democracia exige hacerla más participativa y más representativa, 
para lo cual la única vía posible que existe es acercando el Poder al 
ciudadano, y ello sólo puede lograrse descentralizando territo-
rialmente el Poder del Estado y llevarlo hasta la más pequeña de 
las comunidades; es decir, distribuyendo el Poder en el territorio 
nacional. 

Por supuesto, para asumir esta indispensable tarea democráti-
ca, que pueda permitir sustituir el sistema político centralizante de 
partidos por un sistema político descentralizado y participativo, 
debe recurrirse a los esquemas de autonomías territoriales más 
adecuados, conforme a la tradición constitucional de cada uno de 
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nuestros países, descentralizando los viejos Estados Unitarios e, 
incluso, Federales y, en todo caso, municipalizando los territorios. 

De todo ello lo que deriva es que cualquiera que sea la forma 
de descentralización política, se trata de proyectos y propuestas 
contrapuestos radicalmente al centralismo de Estado y a la concen-
tración del Poder, que son esencialmente antidemocráticos. 

La propuesta política que formulamos, por tanto, busca el di-
seño, en nuestros países, de un nuevo sistema político que la de-
mocracia exige, y que sólo puede tener por objeto hacerla más par-
ticipativa, con gran presencia de la sociedad civil, y más represen-
tativa de las comunidades. Ello implica desparramar el poder en 
todo el territorio, hasta la última de las comunidades, para que el 
ciudadano y sus sociedades intermedias puedan realmente parti-
cipar. 

Por supuesto, esto no es nada nuevo en la historia del consti-
tucionalismo. La democracia comenzó, efectivamente, con motivo 
de las Revoluciones Norteamericana (1776) y Francesa (1789), 
cuando la soberanía, como supremo poder de decisión en una so-
ciedad determinada, dejó de ser el poder absoluto de un Monarca, 
sin límites, de la cual era titular por la gracia de Dios, y comenzó a 
ser el poder del pueblo, ejercido mediante representantes. Por ello, 
durante más de 200 años, el constitucionalismo moderno ha estado 
signado por el principio de la democracia representativa, es decir, 
que residiendo la soberanía en el pueblo, éste la ejerce mediante 
representantes electos; y es que si el pueblo es el titular de la sobe-
ranía, en democracia, éste sólo puede ejercerla directamente o a 
través de representantes; de allí la distinción que usualmente se 
hace entre democracia directa y democracia representativa. 
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La primera, la democracia directa, es aquella en la cual el pue-
blo supuestamente ejercería directamente su poder en asambleas, 
sin intermediación de representantes, lo cual es absolutamente 
imposible en sociedades complejas como las contemporáneas. In-
cluso, en los propios ejemplos históricos que nos han llegado res-
pecto de su existencia en las ciudades griegas, por ejemplo, lo que 
hacen es confirmar su imposibilidad, pues incluso en dichas Ciu-
dades-Estado el gobierno se ejercía mediante Magistrados desig-
nados por sorteo en las asambleas del pueblo.  

Además, no puede confundirse la democracia directa con la 
democracia participativa, y menos aún, con la supuesta democra-
cia de los Comités de Defensa de la Revolución que, como centros 
de control político vecinal se establecieron en cada barrio o locali-
dad de Cuba, con la tarea, incluso, de influir en los Comités de 
postulaciones de candidatos electorales. Eso no es participación, es 
imposición hegemónica y totalitaria. Y no pensemos que se trata 
de fantasmas del pasado: el Presidente de Venezuela viene de 
anunciar muy recientemente uno de sus tantos proyectos: la cons-
titución de unos fantasmagóricos Círculos Bolivarianos con los 
cuales algunos pretenden en cada esquina, barrio o pueblo contro-
lar políticamente a la sociedad. 

En todo caso, lo cierto es que la democracia directa ni ha exis-
tido ni puede existir en el mundo contemporáneo, y es un engaño 
pretender formularla como solución alternativa frente a la demo-
cracia representativa, la cual, lejos de desaparecer, lo que debemos 
es corregirla. Este es uno de los tantos cantos de sirena autoritarios 
que en nombre de una supuesta democracia directa, que se con-
funde con la participativa concebida como relación líder-pueblo y 
reducida a consultas o mesas de diálogo, pretende sustituir a la 
democracia representativa. 
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No tengo dudas en afirmar que la democracia representativa, 
en la cual el pueblo ejerce el gobierno indirectamente a través de 
representantes que elige con toda libertad e igualdad, es la única 
forma posible de operatividad de la democracia, como gobierno 
del pueblo. Sus defectos, vicios, problemas o deformaciones, lo 
que tienen es que provocar su perfeccionamiento y transformación 
para hacerla más representativa del pueblo, sus comunidades y 
vecindades, y para permitir que éste pueda participar más y efec-
tivamente en los asuntos públicos. Pretender sustituirla por una 
supuesta democracia directa, con el nombre de “democracia parti-
cipativa” simplemente es una ilusión. Lo que tenemos es que 
hacerla más representativa, y no sólo representativa de los parti-
dos políticos como la hemos conocido en muchos de nuestros paí-
ses en las últimas décadas; en la cual los partidos políticos han con-
fiscado la representación y participación populares. Es ese sistema 
el que en muchos de nuestros países está en crisis; pero no la de-
mocracia en sí misma, la cual tenemos que perfeccionar. 

Una democracia más representativa implica organizar el Po-
der de manera que estando más cerca de los ciudadanos, éstos di-
rectamente o a través de sociedades intermedias, puedan encon-
trar representación en los cuerpos representativos. Para ello ten-
drían que diseñarse, por ejemplo, nuevos sistemas electorales, más 
uninominales y personalizados, pues el sistema de representación 
proporcional de las minorías que durante tantas décadas hemos 
aplicado en muchos países, sólo ha conducido a la exclusiva repre-
sentatividad de los partidos políticos. 

Por otra parte, igualmente, más participación democrática sólo 
es posible acercando el poder al ciudadano, es decir, distribuyen-
do el Poder Público en el territorio, de manera que en cada comu-
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nidad y en cada localidad territorial, exista una forma de gobierno 
local en la cual se pueda participar políticamente. 

Esta distribución territorial del Poder en el mundo contempo-
ráneo democrático, se ha desarrollado, invariablemente, en dos ni-
veles territoriales: un nivel intermedio, de Estados en las Federa-
ciones, o de Regiones o Departamentos autónomos en los viejos 
Estados Unitarios; y un nivel territorial inferior, local, de munici-
palidades autónomas en todo el territorio de los Estados. Por ello, 
independientemente de la forma del Estado que se haya adoptado 
históricamente, puede decirse que en el mundo occidental demo-
crático, el Estado contemporáneo es un Estado descentralizado o 
en vías de descentralización; es decir, un Estado en el cual las 
fuerzas centrífugas en la distribución territorial del Poder Público, 
están más activas que las fuerzas centrípetas. 

La descentralización política, por tanto, implica, por una parte, 
la municipalización, pero además, la creación de niveles interme-
dios de gobierno que permitan realmente acercar el Municipio al 
ciudadano. 

Para que el Municipio sea la escuela de la libertad y de la de-
mocracia, como lo descubrió Alexis de Tocqueville cuando ilustró 
a Europa sobre La Democracia en América, por sobre todo tiene que 
estar cerca del ciudadano. Un Municipio lejos de las comunidades 
y vecindades, como es en general el Municipio en nuestros países 
latinoamericanos, materialmente no sirve para nada, ni para la 
participación política ni para la gestión eficiente de los asuntos lo-
cales. 

Acaso nos hemos preguntado, ¿por qué, realmente, las demo-
cracias consolidadas de Occidente son tales democracias? ¿Cómo 
es que en ellas la participación del ciudadano en la gestión de los 
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intereses locales forma parte de la cotidianidad de la vida demo-
crática? 

Es cierto que todas las democracias tienen ciclos electorales, 
donde se vota con regularidad y tienen sistemas institucionales 
que son propios del Estado de Derecho. Pero unos países son efec-
tivamente más democráticos que otros. Y la respuesta del por qué 
esto es así, está precisamente en la municipalización o, si se quiere, 
en la efectiva fragmentación de las instituciones locales. 

Para darnos cuenta de ello, basta hacer algunas comparacio-
nes. Venezuela, con casi un millón de kilómetros cuadrados de 
superficie y más de de 24 millones de habitantes, tiene sólo 337 
Municipios. Francia, en cambio, con la mitad de dicha superficie y 
59 millones de habitantes, tiene 36.559 Municipios o Comunas; es 
decir, cien veces más. Pero lo importante, ciertamente, no es el 
número de municipios que tenga un país, sino la relación que tiene 
que existir entre la autoridad local y el número de habitantes. En 
tanto que en Venezuela es de 71.715 habitantes por Municipio, en 
Francia, en cambio es de 1.613 habitantes por Municipio, es decir, 
cuarenta veces menos. 

Cualquier revisión de esta relación que se haga en los países 
democráticos, da cifras sorprendentes, sobre todo cuando las com-
paramos con las nuestras en América Latina. España tiene 8.082 
Municipios con un promedio de población de 4.825 habitantes; en 
Austria hay 2.353 Municipios, con un promedio de población de 
3.400 habitantes. Los 8.104 Municipios de Italia tienen un promedio 
de 7.157 habitantes. En Suiza hay 3.000 Municipios con un prome-
dio de población de 2.333 habitantes; y en Alemania hay 16.121 
Municipios, con un promedio de población de 5.086 habitantes. 
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En Europa continental, además, debe destacarse que los Muni-
cipios de menos de 2000 habitantes representan un porcentaje ele-
vadísimo en relación con los muy poblados, por ejemplo, el 40% 
en Italia y el 89% en Francia. 

En nuestro Continente Americano, se destaca, además, el caso 
de los Estados Unidos y Canadá que tienen territorios casi iguales 
de casi 10 millones de kilómetros cuadrados, pero una población 
muy disímil: 30 millones en Canadá y más de 250 millones en los 
Estados Unidos. Pero en Canadá hay 4.507 Municipios, con un 
promedio de 6.878 habitantes por Municipio; y en los EEUU, hay 
70.500 Municipios, con un promedio de 3.872 habitantes por Mu-
nicipio. 

En definitiva, en el mundo de los países con democracias más 
desarrolladas, el promedio de habitantes por Municipio varía en-
tre 1.600 y 7.000 habitantes. En contraste, en nuestros países de 
América Latina el panorama es diferente: en Brasil, por ejemplo, 
hay 5.581 Municipios pero con un promedio de 30.100 habitantes; 
en Colombia hay 1.068 Municipios, con un promedio de 39.325 
habitantes. En México hay 2.418 Municipios, con un promedio de 
40.000 habitantes; en Argentina hay 1.617 Municipios con 22.800 
habitantes de promedio, y como dijimos, en Venezuela hay sólo 
337 Municipios con 71.715 habitantes por Municipio. Pero en Re-
pública Dominicana hay 120 Municipios con 75.000 habitantes de 
promedio; y en Uruguay hay 19 Municipios con un promedio de 
157.000 habitantes. 

De lo anterior deriva que la clave de la democracia de partici-
pación está, precisamente, en acercar el Poder al ciudadano, para 
que pueda efectivamente participar. Por ello, en nuestros países, 
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mientras la autoridad local este tan alejada del ciudadano, no lle-
garemos a ser efectiva y cotidianamente democráticos. 

La gran reforma democrática en nuestros países, por tanto, es-
tá en la Municipalización, pero sin uniformismo, pues no podemos 
multiplicar al gran Municipio burocratizado de las áreas urbanas y 
trasladarlo a las rurales. La diferenciación de regímenes municipa-
les es una de las primeras necesidades de la vida local. 

En todo caso, mientras más se municipalice un país, y se trans-
fieran poder y competencias propias de la vida local a las peque-
ñas organizaciones primarias autogestionadas, más necesaria en-
tonces será la estructuración de poderes descentralizados a niveles 
intermedios entre el Poder Central y el Municipio. Por ello, hay 
una relación directa y paralela entre la descentralización local y la 
descentralización nacional a niveles intermedios. 

Al señalar esto, por supuesto, tampoco estamos descubriendo 
nada nuevo. Todos los Estados contemporáneos han experimenta-
do la misma crisis derivada de la consolidación de la democracia. 
Por ello, en Europa, por ejemplo, como consecuencia de la reim-
plantación y desarrollo de la democracia, para asegurar su sobre-
vivencia y establecer canales de participación política, durante los 
últimos cincuenta años ha seguido un proceso de descentraliza-
ción política. Así sucedió con los viejos Estados Unitarios que so-
bre la base de estructurar regiones políticas, se han venido organi-
zando territorialmente en forma descentralizada, dando incluso 
origen, en algunos casos, a una nueva forma de Estado, la del “Es-
tado Regional”, más descentralizado, a veces, que las viejas Fede-
raciones. Así sucedió en España, al surgir como país democrático 
después del franquismo, con el Estado de Comunidades Autóno-
mas; y con las Regiones Políticas que por ejemplo, se han estable-
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cido en Italia, Francia, Bélgica y Portugal. La reforma constitucio-
nal en Inglaterra también ha conducido a la creación o reaparición 
de parlamentos regionales, como en Escocia y Gales, mediante la 
devolution o descentralización política, que ha formado parte im-
portante de la política actual del laborismo.  

En cuanto a las viejas Federaciones, estas han sido recompues-
tas o reforzadas redistribuyéndose el Poder hacia los Estados 
miembros o cantones, como ha sucedido en Alemania o Suiza. Lo 
mismo puede decirse del federalismo norteamericano o canadien-
se y, en general, de las nuevas fórmulas de distribución del Poder 
Público en las federaciones. De ello resulta, por supuesto, que el 
proceso de descentralización política no puede identificarse con el 
solo federalismo. En la actualidad, como indicamos, hay “Estados 
Unitarios descentralizados” como España y Colombia que, inclu-
so, son relativamente más descentralizados políticamente, que 
muchas viejas Federaciones, como la de Venezuela. 

En todo caso, lo importante a destacar aquí es que este proceso 
de descentralización que también se está llevando a cabo, en una u 
otra forma, en todos los países de América Latina, también está 
condicionado y es producto del proceso de democratización que 
han experimentado nuestros países, como consecuencia del afian-
zamiento del régimen democrático y, además, como condición ne-
cesaria para que perdure y sobreviva.  

El debate sobre la descentralización en América Latina por ello, 
en definitiva, es un debate sobre la democracia y sobre el fin de más 
de un siglo de centralismo, que si bien contribuyó a la consolida-
ción de los Estados Nacionales y a la implantación de la propia 
democracia por los partidos organizados bajo el esquema del cen-
tralismo democrático, hoy es el principal elemento que está cons-
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pirando contra la propia democracia y, que, además, impide la 
efectividad de las tareas del sector público. 

En definitiva, no se trata de sustituir la democracia representati-
va por una supuesta e ilusoria democracia directa, que es de imposi-
ble existencia, sino de sustituir el sistema político de centralizando 
partidos por un sistema descentralizado y participativo, haciendo la 
democracia más participativa y más representativa, lo que sólo 
puede lograrse distribuyendo efectivamente el Poder en el territo-
rio, de manera que esté cerca de los ciudadanos, de sus comuni-
dades y organizaciones.  

Pero en todo caso, ese Poder en el cual debe participarse, sólo 
puede ejercerse mediante representación, por funcionarios electos. 

Pensar sustituir la democracia representativa, que necesaria-
mente hay que perfeccionar, por esquemas ilusos y autoritarios de 
asambleas de barrios con votación pública, a mano alzada, contro-
ladas por supuestos defensores de una causa política determinada, 
a la cual se denominaría “democracia directa”, no es más que un 
salto al vacío que conduce inexorablemente al ahogamiento de la 
propia democracia y del pluralismo, y a la prohibición del disenso. 
Una supuesta democracia lineal, uniforme, prescrita por algunos 
iluminados, es un fraude contra la cual debemos reaccionar todos, 
pues nos impediría disentir y cuestionar; es decir, nos impediría 
ejercer las más elementales virtudes de la democracia. 

Por todo lo dicho, una de las manifestaciones más perversas 
de la crisis del sistema político de centralismo de Estado y partido-
cracia que se han evidenciado en algunos de nuestros países du-
rante las últimas décadas, ha sido la emergencia del discurso anti-
democrático que critica a la democracia misma, identificándola só-
lo con los mecanismos procesales de voto para la conformación del 



 18

Poder. En esta forma, se pretende reducir la democracia a una de-
mocracia formal, como si la elección por partidos realizada cícli-
camente la hubiera agotado.  

Ante ello, es necesario revalorizar a la democracia como go-
bierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo, destacándose los 
valores que conforman este régimen político y que son mucho más 
que la elección regular de representantes. Cuando estos valores se 
identifican, queda entonces clara la necesaria condena al discurso 
antidemocrático. No es superfluo, por tanto, recordarlos en este 
foro. 

El primero de los valores de la democracia es la igualdad, lo 
que políticamente se concreta en la igualdad de voto en los proce-
sos electorales. Todos los votos valen lo mismo y nadie tiene voto 
preferencial en relación a los otros ciudadanos. Políticamente, por 
tanto, no hay distinción alguna en el valor de la manifestación de 
voluntad de cada ciudadano, y nadie puede arrogarse la represen-
tación de todo el pueblo, por más popularidad que esgrima. 

El segundo de los valores que sólo la democracia representa, 
es la libertad, lo que implica políticamente no sólo el derecho de 
hacer todo lo que la ley no prohibe, sino el derecho a escoger plu-
ralmente las alternativas de gobierno; en definitiva, la libertad de 
autodeterminación, sin uniformismos ni imposiciones. Por ello, el 
pluralismo político es de la esencia de la democracia, lo que implica 
el rechazo de todo esquema único con el cual se pretenda organizar 
el Poder e imponerle a los ciudadanos una particular concepción de 
la organización social. 

La libertad, por otra parte, implica tolerancia. Si todos los hom-
bres son libres, el límite a la libertad es el derecho de los demás y 
el orden público y social, lo que implica el respeto de las opiniones 
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y posiciones de todos. En la democracia, por tanto, deben regir el 
diálogo, la concertación, los acuerdos, todo basado en tolerar la di-
sidencia, rechazando toda sociedad en la que sólo algunos preten-
den tener la verdad oficial. 

El tercer valor de la democracia es la dignidad de la persona 
humana, que no puede ser desconocida ni despreciada ni siquiera 
por las mayorías, por más abrumadoras que sean; ni por quienes 
se dicen sus representantes. Todo ser humano es igual y tiene de-
recho a que se respete su dignidad y personalidad, sin más limita-
ciones que las que deriven del derecho de los demás. En libertad, la 
persona humana es ciudadano, no es súbdito ni vasallo ni está suje-
to a obediencia ciega; sólo está sometido a la Constitución y la ley. 

Por ello, el cuarto valor de la democracia es el sometimiento al 
derecho, es decir, la democracia es un régimen de gobierno de la 
ley, no de los hombres. Estos sólo pueden gobernar conforme a la 
ley, siendo la legalidad el límite de los gobiernos y la garantía de 
la igualdad. Sólo la ley y su acatamiento por todos, gobernantes y 
gobernados, asegura que el hombre digno y ciudadano sea igual. 
La revalorización de la legalidad, además, hace realidad la noción 
de Estado de Derecho, es decir, del Poder sometido al derecho, sea 
quien sea quien lo ejerza. Ninguna mayoría ni popularidad que 
tenga un gobernante o un órgano de representantes, puede justifi-
car la violación de la Constitución. 

Pero el quinto valor de la democracia es el de la necesaria limi-
tación y control del Poder, sobre lo que ya he insistido. Ningún Po-
der puede ser ilimitado; lo tiene que limitar la ley y la organiza-
ción misma del Poder mediante su distribución y separación. Ello 
implica que en democracia no puede haber concentración del po-
der político ni en unas solas manos ni en un grupo de personas. El 
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Poder, en la democracia, esencialmente tiene que estar distribuido 
y separado de manera que el Poder sea quien frene al Poder. La 
concentración del Poder y el centralismo, en consecuencia, son 
esencialmente contrarios a la democracia. Ello, por supuesto, tam-
poco es nada nuevo en el constitucionalismo. Hace más de dos si-
glos Carlos Secondat, Barón de Monstesquieu (De l’Esprit des lois, 
(ed. G. Tunc), París 1949, Vol. I, Libro XI, Cap. IV) decía: 

“Es un experiencia eterna que todo hombre que tiene poder tiende a abusar 
de él; y lo hace hasta que encuentra límites… Para que no se pueda abusar 
del poder es necesario que por disposición de las cosas, el poder limite al po-
der (págs. 162-163) 

Y agregaba: 

“…los Príncipes que han querido volverse déspotas siempre han comenzado 
por reunir en su persona todas las Magistraturas” (Idem p. 169). 

De allí la afirmación tajante de John Madison (The Federalist, 
(ed. BF Wright), Cambridge 1961, Nº 47, p. 361), al construir el sis-
tema constitucional americano: 

“La acumulación de todos los poderes… en las mismas manos… puede con-
siderarse justamente, como la definición de la tiranía”.  

Por todo ello, la democracia tiene que conducir a un esquema 
de Estado que garantice la libertad, la dignidad, la igualdad, la le-
galidad, lo que implica el rechazo tanto al centralismo y concen-
tración del Poder como a la penetración del Estado en los campos 
de la sociedad civil. El intervencionismo de Estado, por tanto, al 
ser concentrador del poder económico en pocas manos, en defini-
tiva, también es esencialmente antidemocrático. 
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Teniendo en cuenta estos valores de la democracia, por su-
puesto, ella, como régimen político, es mucho más que una forma-
lidad de elecciones cíclicas. 

Por ello hay que preservarla y revalorizarla, repudiando el dis-
curso autoritario que pretende sustituirla por un régimen político 
donde no existan los valores mencionados. La crítica, que compar-
timos, a la exclusiva representatividad de partidos que hemos tenido 
en muchos de nuestros países y al procedimiento formal de elección 
regular, no puede transformarse en un rechazo a la democracia en si 
misma y a sus valores, sino en un esfuerzo por profundizarla. 

Por ello, para enfrentar el discurso antidemocrático, hay que 
machacar una y otra vez los valores de la democracia que sólo en 
democracia se pueden realizar. 

No olvidemos que los esfuerzos por cambiar el sistema electo-
ral y hacerlo más representativo de las comunidades y de la ciu-
dadanía, y no sólo de los partidos, que se han realizado en muchos 
de nuestros países, no siempre han logrado su objetivo. Por ejem-
plo, la forma del voto en las elecciones, por más intentos parciales 
de implantar la uninominalidad que se han hecho, en muchos ca-
sos ha sido diseñada para que, en definitiva, prevalezca el voto 
por partidos y no por individuos. Un gran esfuerzo hay que hacer 
para sustituir el voto por partidos por un voto uninominal, por per-
sonas, elegidas por nombre y apellido y que representen a las co-
munidades y a los ciudadanos, lo que no excluye, por supuesto, 
que sean postulados o apoyados por partidos políticos que, en de-
finitiva, son de la esencia de toda democracia. 

Por otra parte, debemos insistir en que cuando se habla de 
democracia directa como contrapuesta a la democracia representa-
tiva, debe tenerse claro que un Estado no puede funcionar con ba-
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se en decisiones adoptadas en Asambleas públicas y populares, 
como consecuencia de iniciativas populares, o mediante referen-
dos consultivos, aprobatorios, autorizatorios o revocatorios. 

Con todos esos instrumentos de participación o de democracia 
directa, sin duda, se puede perfeccionar el régimen democrático, 
pues se permite al pueblo reaccionar directamente contra o en re-
lación a las decisiones políticas que adopten los representantes, in-
cluso con resultados contrarios a las mismas, dado que estos con 
frecuencia tienen intereses, incluso partidistas, distintos a los de 
los ciudadanos. Los referendos son así, mecanismos de control di-
recto de los ciudadanos en relación a sus representantes políticos; 
pero en definitiva constituyen un complemento de los gobiernos 
representativos que caracterizan las democracias modernas, y no 
su sustitución. 

Pero de nuevo debe constatarse que, por ejemplo, para que los 
referendos puedan efectivamente servir de instrumentos para per-
feccionar la democracia, el Poder Público tiene que estar efectiva-
mente descentralizado, es decir, exigen un sistema de distribución 
territorial o vertical del Poder Público, con autonomías político-
territoriales y competencias propias sobre las cuales se pueda con-
sultar a la ciudadanía. 

Por eso decía al inicio, que además de todos los factores clásicos 
de la democracia, el que asegura su operatividad es el que postula 
un sistema institucional de control del poder, por su distribución, 
no sólo horizontal a través del clásico principio de la separación de 
poderes, sino vertical, en el territorio hasta llegar al Municipio. 

Recordemos de nuevo, para terminar, lo que decía Alexis De 
Tocqueville en 1835 (Democracy in América (ed. JP. Meyer y M. 
Lernes, London, 1969): 
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“En el Municipio es donde reside la fuerza de los pueblos libres. Las institu-
ciones locales son a la libertad lo que las escuelas primarias vienen a ser a la 
ciencia; la ponen al alcance del pueblo; le hacen paladear su uso pacífico y lo 
habitúan a servirse de ella”. 

Y terminaba con esta afirmación tajante: “La vida política ha 
nacido en el seno mismo de los Municipios” (Idem).  

Por ello, incluso, la independencia de nuestros países latinoa-
mericanos se inició en el seno de los Cabildos. 

Por tanto, aprovechemos no sólo las enseñanzas de nuestra 
propia historia, sino la historia de la democracias, para que defini-
tivamente la democracia se instale en nuestros países. En esta ta-
rea, sin duda, los organismos electorales, que Uds. representan, 
tienen todo que decirnos. 

Muchas gracias. 
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